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En la fecha, siendo las diez de la mañana (10:00 a.m.) los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Claudia María Arcila Ríos y Duberney Grisales Herrera, se reunieron en compañía del secretario de la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, con el fin de continuar el trámite ordenado en este asunto y concretamente para presentar la decisión que corresponde respecto del recurso de apelación interpuesto por Juan Guillermo Calle Santamaría (demandante principal y en reconvención y demandado) 
contra la sentencia del 19 de octubre de 2015, proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira en el proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) instaurado por el citado recurrente frente a la señora Claudia González Crosthwaite (demandante y demandada en reconvención), superada como está la oportunidad de sustentación del mismo y con fundamento en el proyecto presentado y aprobado en la citada acta.

ANTECEDENTES

Por medio de apoderada judicial, Juan Guillermo Calle Santamaría demandó a Claudia González Crosthwaite, con el fin de que se decretara la cesación de los efectos civiles del matrimonio que por los ritos católicos contrajo con ella, se declarara disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal que conformaron, que cada uno atendería su sostenimiento, y se dispusiera la inscripción pertinente, todo con apoyo en la causal 8ª de artículo 154 del Código Civil, esto es, la separación de cuerpos de hecho por más de dos años. 
Sirvieron de soporte a esas pretensiones los hechos que, en síntesis, dicen que actor y demandada contrajeron matrimonio católico 26 de marzo de 1994, unión de la que nació Santiago Calle Correa, hoy mayor de edad; debido a problemas de interrelación se separaron desde el mes de febrero de 2011 y no ha habido reconciliación. 
La demanda fue admitida con auto del 20 de enero de 2014; notificada la demandada, contestó; admitió unos hechos y negó otros; en su defensa esgrimió que la ruptura del vínculo obedeció a que el demandante entabló una relación con otra mujer y eso lo motivó a alejarse del hogar. Por ello, se opuso a las pretensiones. En la misma contestación solicitó la acumulación del proceso a otro que cursaba en el Juzgado Segundo de Familia. 

En dicha demanda, la señora González Crosthwaite imploró también la cesación de los efectos civiles del matrimonio, pero con apoyo en las causales 1ª y 2ª del mismo artículo 154, esto es, las relaciones sexuales extramatrimoniales y el grave e injustificado incumplimiento de los deberes del cónyuge. Además, pidió que se declarara disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal, se dispusiera la inscripción del fallo y se condenara en costas al demandado. Señaló, para ello, que durante algún periodo del matrimonio la relación fue aparente, pues ella, por temor, soportaba la grosería y el dominio con que el demandado manejaba el hogar; fue resquebrajándose y se hizo imposible el sosiego doméstico y la armonía, a lo que se sumó la infidelidad, el irrespeto a la casa, al hijo suyo y a los deberes de esposo, hasta que él tomó la determinación de alejarse sin dar una explicación a su cónyuge, quien se enteró que él, desde hacía más de un año, sostenía una relación amorosa con Luisa Fernanda Montoya Cardona, la que hoy continúa. 

El señor Calle Santamaría contestó ese libelo; se refirió a los hechos y explicó que por causa del trastorno bipolar que padece su consorte, sus estados de ánimo eran variables e hicieron difícil la convivencia, como quiera que recibía toda clase de improperios, lo echó en varias oportunidades de la casa, la última de ellas en febrero de 2011, cuando le empacó todas sus cosas para que se fuera. A pesar de ello, siguió cumpliendo sus obligaciones, pues le prestaba ayuda económica; agregó que por la época en que vivió al lado de su esposa no tuvo relación o noviazgo con otra mujer.  Se opuso al divorcio por las causales impetradas en la demanda acumulada y propuso como excepciones de mérito las que denominó “inexistencia de causal para demandar el divorcio-cesación de los efectos civiles del matrimonio católico” y “la demandante carece de legitimación especial para demandar conforme al artículo 156 del Código Civil”. 
Por su lado, contra esta demanda formuló reconvención, esta vez, con soporte en las causales 2, 6 y 8 del mismo artículo 154, es decir, el grave e injustificado incumplimiento de los deberes de esposa, la enfermedad o anormalidad grave por ella padecida, y la separación de cuerpos de hecho por más de dos años. Todo sustentado en los hechos que le sirvieron de apoyo a las excepciones.  
Surtido en conjunto este peculiar trámite, la reconvenida se pronunció sobre la demanda; negó unos hechos, y su defensa se centró en argumentos similares a los que le sirvieron para su libelo inicial; se opuso, en consecuencia, a las declaraciones pedidas por su cónyuge. 

Se realizó la audiencia respectiva, se recolectaron las pruebas, se oyeron los alegatos y finalmente se dictó sentencia, que por lo resuelto en esta sede en una primera ocasión, debió ser complementada. Así ocurrió el 19 de octubre de 2015, y en ella, el Juzgado declaró probada la causal primera de divorcio invocada en la demanda acumulada; así mismo, la octava de la demanda principal y la reconvención; cesó los efectos civiles del matrimonio, negó las excepciones propuestas por Guillermo Calle Santamaría, declaró disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal, y lo condenó en costas. 
Consideró el funcionario que está acreditada la causal primera de divorcio, si bien, para el momento en que se presentó la demanda, las pruebas enseñan que ya Juan Guillermo Calle Santamaría sostenía una relación íntima con Luisa Fernanda Cardona Montoya, que hace inferir, razonablemente, que entre ellos hubo relaciones sexuales extramatrimoniales. En cambio, no halló demostrado el incumplimiento de los deberes de esposo, que es la segunda causal aducida en la demanda que promovió la cónyuge. Luego revisó la demanda que propuso Juan Guillermo Calle, así como la de reconvención que planteó; de las causales allí señaladas, dio por demostrada la separación de cuerpos de hecho por más de dos años, pero no las subjetivas de incumplimiento de los deberes de esposa, ni la grave enfermedad que desquiciara la relación familiar. 
Apeló su apoderada judicial, quien sustentó el recurso en que (i) la separación de la pareja ocurrió por culpa exclusiva de la cónyuge , quien echó a su esposo del lugar que compartían juntos; (ii) la relación de Juan Guillermo con Luisa Fernanda Cardona Montoya, su compañera actual, se dio unos meses después de que él fue expulsado del hogar, lo cual se justifica legal y constitucionalmente, debido a que le asiste derecho a recomponer su vida sentimental y de familia, después del caótico matrimonio; (iii) no fue esta la causa por la cual la demandada lo expulsó del hogar, ni la que originó el deterioro o la ruptura de la relación matrimonial; (iv) por esa misma razón, el abandono que se le endilga nunca existió, menos cuando él siguió cumpliendo sus deberes de esposo y las demás cargas familiares, incluyendo el apoyo económico; (v) que las causales de su demanda principal y las de la reconvención están demostradas, si bien fue la cónyuge la que quebrantó el deber de cohabitación, que el juez dice que debe alegarse como un ultraje; además, no se analizó la historia clínica, de la que surge que ella le mencionó al médico tratante que fue la culpable del deterioro matrimonial, sin acusar a su esposo de maltrato o infidelidad; además admitió que sostuvo relaciones de pareja, que dan al traste con la dignidad que defiende. 

  La representante judicial de Claudia González Crosthwaite, replicó que la actitud de esta obedeció al desapego y falta de afecto del consorte, que le provocaban fuertes estados de depresión crónica o trastorno afectivo bipolar, en los que no recibía ayuda de su parte; está demostrado que él abandonó a su suerte a la esposa y que sostuvo relaciones extramatrimoniales, no solo con Luisa Fernanda Cardona, sino con otras mujeres. 
CONSIDERACIONES
  



Están reunidos los presupuestos del proceso y no se avizora causal de nulidad que dé al traste con lo actuado. Por lo demás, la legitimación de las partes es indiscutible, por activa y por pasiva, tanto en las demandas acumuladas, como en la de mutua petición, como se desprende del documento de folio 3 del cuaderno principal, que da cuenta del matrimonio celebrado entre ellas el 26 de marzo de 1994, que es respecto del cual se pretende la cesación de sus efectos civiles.  

   



Como se dijo, el Juzgado halló probadas dos causales, una subjetiva y otra objetiva, así: las relaciones sexuales extramatrimoniales del cónyuge, y la separación de cuerpos de hecho que se prolongó por más de dos años. 

  



Antes que nada, se requiere señalar que no es acertado que se entremezclen estas causales. Si la primera estaba demostrada, por su carácter mismo, y porque con ella era suficiente para ponerle fin a los efectos civiles del matrimonio católico, ningún sentido tenía declarar la segunda. Dicho en otros términos, frente a causales de ambos tipos, primero debe analizarse la subjetiva y si ella prospera, se torna inocuo cualquier pronunciamiento sobre la objetiva, esto, en atención a que aquellas envuelven una especie de sanción para el cónyuge culpable, mientras que estas sirven como un remedio a la inestabilidad matrimonial. 
  



De manera que el problema jurídico que debe resolverse aquí es si en realidad se acreditó la causal primera de divorcio (art. 154 del C. Civil), esto es, las relaciones sexuales extramatrimoniales que, en este caso, se le imputan a Juan Guillermo Calle Santamaría. De lo contrario, si se halla configurada otra de las causales subjetivas propuestas. 
   



Afirmó Claudia González Crosthwaite en su libelo, que Juan Guillermo tomó la determinación de alejarse definitivamente del hogar sin explicación alguna a su consorte, quien se enteró que desde hacía un tiempo estaba “ennoviado”  con “Luisa Fernanda Montoya Cardona”, persona con la que conserva su relación (f. 3, c. principal proceso acumulado). A ello respondió él que nunca sostuvo relación o noviazgo con mujer alguna en la época en que compartió al lado de su esposa.
   



Sobre la infidelidad en el matrimonio como causal de divorcio, o bien, como ocurría antes, de una separación de cuerpos, de poca usanza hoy día, se sostuvo en la época en la que la Sala de casación Civil de la Corte Suprema de Justicia conocía en segunda instancia de esos asuntos, que: 

Por el matrimonio los cónyuges se conceden recíprocamente el don de sus cuerpos y de una manera exclusiva. Desde las nupcias los casados sólo pueden tener relaciones sexuales entre sí; en ello consiste precisamente el deber de fidelidad en ese campo, obligación que de manera concreta les impone el artículo 9º. Del Decreto 2820 de 1.974 y cuya violación está sancionada permitiendo al cónyuge inocente demandar, con fundamento en la infidelidad del otro, la simple separación de bienes, la de cuerpos o aún el divorcio que hoy disuelve el vínculo matrimonial. 

La obligación de fidelidad que tiene su raíz en la unión matrimonial misma y que nace y muere con este, no puede suspenderse por el decreto de separación, como otras obligaciones que nacen a la vida en común, tales las de cohabitación, socorro y auxilio. La separación de cuerpos, como lo declara el artículo 17 de la Ley 1ª. De 1976, deja intacto el vínculo matrimonial, pues su alcance solo va hasta suspender la vida en común de los casados, quienes desde entonces no están obligados a vivir juntos. En tales circunstancias, la obligación de cohabitar queda suspendida para los consortes; la de fidelidad, en cambio, sigue vigente, intacta, pues ella tiene operancia mientras el matrimonio perdure. 

El separado de cuerpos que, infringiendo el deber de fidelidad que le obliga aún en el estado de separación, realiza relaciones sexuales extramatrimoniales, con su proceder, al tenor de lo dispuesto en el artículo 4º. De la Ley citada, da causa para que el consorte fiel pueda demandar el divorcio. Todo lleva, pues, a sostener que la obligación de fidelidad, aún restringiéndola al campo de la vida sexual, no se suspende para quienes están cobijados por un decreto de separación de cuerpos, la que se suspende es la de cohabitar. La fidelidad es obligación recíproca y permanente de los cónyuges que sólo termina cuando fenece el vínculo matrimonial, sea por muerte de uno de los cónyuges, por declaración de nulidad del matrimonio, o por la declaración judicial de divorcio.

  



En sentido similar la doctrina señala que el deber de fidelidad es permanente y: 

  


Su vigencia perdura por todo el tiempo que dure el vínculo matrimonial. Es por esto que la simple separación de cuerpos no autoriza a ninguno de los cónyuges a infringir esta obligación; de lo contrario, puede ser alegada por el cónyuge inocente en proceso de divorcio. Sobre el punto que se comenta dice la jurisprudencia de la Corte: “Los cónyuges en el estado de separación de cuerpos, siguen siendo tales, se deben fidelidad…; los separados, pues, no obstante la sentencia que ordena la suspensión de su vida en común, siguen siendo marido y mujer; el vínculo que los ata sigue sin soltarse, porque el efecto de la separación de cuerpos en ningún caso rompe el lazo matrimonial, la sociedad de personas que se crea por las nupcias continúa su existir”23.(Corte Suprema de Justicia, Cas. Civil, sentencia de 8 de julio de 1977, G.J: T. CLV, No. 2396, pág. 164.)
.

   



De manera que tal deber va más allá del simple rompimiento de las relaciones afectivas entre la pareja, mientras ninguno de los consortes le ponga fin al matrimonio por uno de los medios legales. Por supuesto que tanto da que la separación de cuerpos haya sido autorizada por el juez, como que sea producto del consenso de los casados, o de la decisión de uno de ellos. En cualquier caso, debe perdurar en las condiciones señaladas.  

  



 La evidencia recaudada sobre este específico aspecto y con relevancia para resolver, dice lo siguiente: 

· En los interrogatorios que absolvieron las partes, admitieron que la pareja se separó de hecho desde el mes de febrero de 2011 (f. 148 y 149, c. ppal, radicado 2013-00823). 

· El señor Calle Santamaría respondió que es falso que los problemas conyugales obedecieran a una relación que sostenía con otra mujer; reiteró que se separó en febrero de 2011 y dijo que empezó “a tener una relación formal con otra persona en septiembre de ese año, las fotos y todas las evidencias que ella (la cónyuge) ha traído las ha sacado de una página social que se llama Facebook, fotos que nosotros mismos publicamos y que fueron tomadas a finales del año 2012 y finales del año 2013”.
· María Teresa Calle Santamaría refirió que su hermano les comentó a ella y a su mamá, a finales del año 2011, que tenía una amiga con la que estaba saliendo, y quien es hoy su pareja; están viviendo juntos desde finales de 2013 (si se tiene en cuenta que su declaración la rindió en el año 2014), que estaba saliendo con ella, y actualmente convive 
  



En realidad, nada más se necesitaba para establecer que desde finales del año 2011, unos meses después de la separación de cuerpos de hecho de la pareja, el señor Juan Guillermo Calle Santamaría entabló una relación formal con una persona diferente a su cónyuge, respecto de la que no se ha negado, ni siquiera se ha puesto en entredicho, que llevara implícito el aspecto sexual, conclusión a la cual contribuyen las inferencias que hizo el juez de primer grado, que nada de disparatadas tienen. 
   



Si ello es así, claro resulta que para esa fecha el matrimonio seguía vigente y, por tanto, el deber de fidelidad también ha debido mantenerse hasta cuando aquel perdurara. Pero no fue así, porque el cónyuge decidió, por su cuenta, romperlo y dar con ello pábulo a la causal de divorcio contemplada en el numeral 1° del artículo 154 del C. Civil, que es la que propuso Claudia González Crosthwaite. 

   



Ahora, sostiene el recurrente que la culpa de la separación fue de su consorte, ya que lo expulsó de su casa, y ello le daba derecho a rehacer su vida de pareja y conformar una nueva familia. Eso puede ser cierto, pero para hacerlo ha debido procurar primero la terminación legal del matrimonio, según viene de verse, pues el solo rompimiento del vínculo, producto de los problemas que se presentaban entre ellos, no habilitaba la incursión en la mentada causal, por el deber de fidelidad que, en todo caso, seguía en vigor. 
  



También soporta sus alegatos en que fue la demandante la que incumplió gravemente sus obligaciones al separar del seno del hogar a Juan Guillermo, como ella misma lo confesó; por eso, no le era dado acudir al divorcio con una causal sanción. Sin embargo, como bien lo señaló el juez en su fallo, en el caso bajo estudio no se logró acreditar esa causal, en estricto sentido, respecto de ninguno de los cónyuges. Así es, porque aunque resulta ser cierto que Claudia, en un arranque de rabia le dijo a Juan Guillermo que se fuera de la casa, también lo es, como él mismo lo reconoció, que ella lo buscó para recomponer las cosas y fue ya decisión suya no aceptar esa invitación. De ahí que fácilmente se puede concluir que, a la postre, cada uno resolvió, a su modo, apartarse del cumplimiento de aquellos otros deberes, distintos al de la fidelidad, que les incumbían. 
  



Finalmente, quiere el impugnante que se le dé valor a la historia clínica allegada, para deducir de allí prueba de la causal derivada de la enfermedad que Claudia padece y que ella también sostuvo relaciones de pareja que dieron al traste con su “dignidad de esposa” .

  



Sobre lo primero, ninguna duda se tiene en el proceso sobre el trastorno afectivo bipolar de aquella; pero de allí no se sigue, ni siquiera por las manifestaciones que ella le hiciera a sus médicos, que tal afección pusiera en peligro la salud mental o física de su esposo, o que imposibilitara la comunidad matrimonial; de hecho, la respuesta a la demanda que se le formuló deja en claro que no fue la aludida enfermedad la que propició su alejamiento; así que tampoco puede señalarse ahora que tal situación fuera la causa misma del divorcio, si allí se aduce que a pesar de la misma, tuvo claras sus obligaciones como esposo.  
   



Y en cuanto a lo segundo, más allá de la descomedida alusión que hace la apoderada judicial del señor Calle Santamaría, es cierto que en la historia clínica figuran dos anotaciones en el sentido de que ella inició una relación sentimental; mas, de esa sola circunstancia no se deduce, ni mucho menos, que hubiera perdido su “dignidad de esposa”, ni que ellas llevaran aparejadas relaciones íntimas. Aun si fuera así, lo que salta a la vista es que Calle Santamaría no adujo nunca como causal de divorcio las relaciones sexuales extramatrimoniales de su consorte. 
 



Dicho lo anterior, se confirmará el fallo de primer grado. Se condenará en costas de segundo grado al demandado y reconviniente Juan Guillermo Calle Santamaría, que se liquidarán en la forma prevista en el artículo 366 del Código General del Proceso. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 19 de octubre de 2015, en el proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) instaurado por Claudia González Crosthwaite (demandante y demandada en reconvención), contra Juan Guillermo Calle Santamaría (demandante, demandado y demandante en reconvención). 
  



Costas en esta sede a cargo de Juan Guillermo Calle Santamaría. Liquídense en la forma prevista en el artículo 366 del C.G.P. 
Lo aquí decidido se notifica a las partes en estrados. 
No siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma en constancia por quienes en ella  intervinieron, una vez  leída y aprobada.

  



Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

DUBERNEY GRISALES HERRERA
 Con salvamento parcial de voto
  



El Secretario, 





JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA
Pereira, Mayo 24 de 2016

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Magistrado Ponente
: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Expediente No.
        
: 66001-31-10-004-2013-00823-02

Proceso          
: Cesación de efectos civiles de    

  matrimonio católico

Demandante  
      
: Juan Guillermo Calle Santamaría

Demandado            
: Claudia González Crosthwaite

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida el 24 de mayo, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con la no fijación de agencias en derecho, con motivo de la condena en costas que se impuso al demandante.

A mi juicio, han debido tasarse porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la sentencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, como no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado, han debido establecerse las agencias en derecho en aquella providencia; además liquidarse y aprobarse las costas en esta sede, de acuerdo con los argumentos planteadas y tal como lo ha venido haciendo la Corte Suprema de Justicia, en providencias dictadas este año, en las que impuso condena en costas y ordenó además que fueran liquidadas por la Secretaria
.

Claudia María Arcila Ríos

Magistrada
� Téngase en cuenta que en este caso hubo demanda principal, acumulada y de reconvención. 


� Sentencia de enero 29 de 1980, M.P. Germán Giraldo Zuluaga


� CASTILLO RUGELES, Jorge Antonio. Derecho de Familia, Leyer, Bogotá D.C. 2004, p. 191.


� Ver por ejemplo autos AC001-2016, del 12 de enero de 2016, MP. Dr. Ariel Salazar Ramírez, radicación No. 08001-31-03-013-2013-00317-01 y ACO66-2016, del 15 de enero de 2016, MP. Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, radicación No. 110 01-31-03-004-2013-00052-01 ���
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